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para el tránsito a su vida adulta independiente, y todo ello con indiferencia de que éste pudiera encontrarse 
en acogimiento familiar o residencial, estableciendo las ayudas y apoyos que se considerasen necesarios 
en función de las circunstancias concretas del menor.

También recomendamos que se efectuase un seguimiento de la evolución del menor ex tutelado señalado 
en el expediente de queja, a fin de apoyarlo en su tránsito a la vida adulta independiente facilitando, en 
su caso, su acceso a las ayudas públicas de que pudiera resultar beneficiario, fueran estas económicas 
o de otra índole.

La respuesta a nuestra resolución por parte de la citada Delegación Territorial fue en sentido 
favorable, precisando que desde el Servicio de Protección de Menores no solo se llevarían a cabo las 
Recomendaciones realizadas desde el Defensor del Pueblo para este caso concreto, sino en general para 
todo menor del sistema de protección.

3.1.2.8.4 Acogimiento residencial

En relación con la medida de protección consistente en el acogimiento residencial de menores esta 
Institución recibe quejas relacionadas con el funcionamiento cotidiano de los centros, tal como en la 
queja 20/3182 cuya tramitación iniciamos tras dirigirse a nosotros una familia que venía colaborando 
con un centro de protección de menores en la provincia de Sevilla, lamentándose de que no se hubieran 
habilitado medios para que los internos pudieran realizar videollamadas durante el período en que 
estuvo vigente la restricción de movilidad por el estado de alarma.

Referían que la no disponibilidad de tales elementos avanzados de comunicación dificultaba la continuidad 
de los estudios del menor y también les impedía relacionarse con él.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos de la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Sevilla la emisión de un informe al respecto, en el cual se indicaba que en consonancia 
con las medidas sanitarias derivadas del estado de alarma se paralizaron de forma temporal todas las 
relaciones personales de los menores acogidos en centros de protección de menores con personas de 
fuera del centro (familias biológicas, con sus familias colaboradoras, etc), al objeto de salvaguardar la 
integridad de dichos menores. Al mismo tiempo, con la finalidad de facilitar el contacto entre los menores 
y su familia biológica, allegados y familias colaboradoras, desde la Dirección General de Infancia se 
dictaron instrucciones para facilitar tales contactos, previendo que en función de la evolución de la 
pandemia se pudiera restablecer progresivamente las relaciones y comunicaciones.

No obstante, el informe precisaba que el problema expuesto en la queja 
derivaba de la deficiente conexión a internet y red wifi del centro, motivada 
por razones tanto técnicas como de costo económico, todo ello como 
consecuencia  de  su  peculiar  configuración  arquitectónica.  A  lo  expuesto 
también se unían carencias en cuanto a la dotación de ordenadores portátiles 
o móviles corporativos.

Tales medios técnicos, básicamente referidos al acceso del centro a banda 
ancha de  internet  y  distribución  inalámbrica  (wifi)  de dicha  conexión en  su 
interior, así como la disponibilidad por los menores de ordenadores para 
poder asistir a las clases del centro docente en el que estuvieran cursando 
sus estudios en la modalidad remota (on line), no podía considerarse una 
demanda desproporcionada o carente de fundamento, más al contrario, 

se trata de unos recursos técnicos de uso generalizado en la sociedad actual y cuya carencia deja en 
situación de desventaja a las personas que carecen de ellos, situación que se agrava por tratarse de 
menores en situación desamparo y cuyos cuidados y cobertura de sus necesidades básicas corresponde 
al Ente Público que ejerce su tutela.

Es por ello que hubimos de recalcar las obligaciones que al Ente Público correspondían en ejercicio de la 
tutela de los menores alojados en dicho centro de protección, cuyas necesidades educativas, formativas 
y de comunicación aspiramos a que fuesen satisfechas al menos en un nivel parejo al del resto de 
menores andaluces.

Ante la 
dificultad de 
desplazamiento 
de familiares las 
videollamadas 
ayudan a 
preservar los 
contactos con el 
menor de edad

https://defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-que-se-dote-al-centro-de-proteccion-de-menores-de-medios-tecnicos-que-permitan-a-los
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A tales efectos recordamos que la redacción actual de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, deja sentado en su artículo 5 el derecho de los menores a buscar, recibir y 
utilizar la información adecuada a su desarrollo, por lo que se prestará especial atención a la alfabetización 
digital y mediática, de forma adaptada a cada etapa evolutiva, que permita a los menores actuar en línea 
con seguridad y responsabilidad. A tales efectos prevé dicho articulo que las Administraciones Públicas 
faciliten el acceso de los menores a los servicios de información.

También el artículo 7 de dicha Ley Orgánica establece el derecho de los menores a participar plenamente 
en la vida social, cultural, artística y recreativa de su entorno, así como a una incorporación progresiva 
a la ciudadanía activa.

El artículo 11, apartado 1 de la misma Ley determina la obligación de las Administraciones Públicas de 
tener en cuenta las necesidades de los menores al ejercer sus competencias, señalando específicamente 
las relativas a medios de comunicación y nuevas tecnologías (TICs). Y el artículo 21 bis, con referencia a 
menores acogidos, con independencia de la modalidad de acogimiento familiar o residencial, establece 
su derecho a relacionarse con su familia de origen en el marco del régimen de visitas, relación y 
comunicación establecido por la Entidad Pública y también el derecho a recibir el apoyo educativo y 
psicoterapéutico que fuese necesario.

Por todo lo expuesto formulamos una Recomendación para que se realizasen las actuaciones necesarias 
para dotar al citado centro de protección de menores de medios técnicos que permitieran a los menores 
allí alojados acceder de forma remota a las clases en los centros educativos en los que estuviesen 
matriculados, así como realizar videollamadas y su acceso a internet con los controles y supervisión que 
se considerasen necesarios.

En respuesta a dicha resolución la Delegación Territorial nos remite un informe en el que asumía y 
aceptaba nuestro posicionamiento.

…

3.1.2.8.5 Adopción

En el transcurso del año 2021 hemos tramitado quejas por retrasos en la valoración de idoneidad 
para la adopción y también por demoras en el traslado al Juzgado de la propuesta de adopción.

Así en la queja 21/0258 la persona interesada tras exponer las demoras que se produjeron en su caso 
concreto venía a lamentarse de que en la provincia de Almería era frecuente que se produjeran retrasos 
en los expedientes para valorar la idoneidad de familias que se ofrecían para adoptar menores bajo 
tutela de la Junta de Andalucía.

A este respecto la Delegación Territorial de Políticas Sociales y Conciliación 
en dicha provincia vino a justificar su intervención en función de las sucesivas 
modificaciones producidas en la solicitud, siendo así que el tramo de edad y 
características del menor objeto del estudio de idoneidad no se encontraba 
dentro de los casos considerados preferentes, por lo que la solicitud debió 
valorarse siguiendo el riguroso orden de incoación de expedientes, tal como 
queda establecido en la Legislación.

Tras analizar dicha respuesta comunicamos al interesado que no observábamos irregularidades 
en la actuación. A tales efectos destacamos que en el Título III del Decreto 282/2002, relativo a la 
idoneidad de los acogedores y adoptantes, no se establece un plazo concreto en que se haya de emitir 
la resolución sobre valoración de idoneidad. El articulado comprendido en dicho Titulo III establece que 
en la tramitación de solicitudes se guardará el orden riguroso de iniciación de los procedimientos, ello 
sin perjuicio de que se dé un carácter preferente a la tramitación de las solicitudes de declaración de 
idoneidad que hagan constar la disposición de adoptar a menores que se encuentren en los siguientes 
casos: a) Reagrupación familiar, b) Grupos de tres o más hermanos, c) Menores con discapacidad y 
problemas de salud especiales, d) Menores de más de siete años de edad, e) Menores con antecedentes 
clínicos hereditarios de riesgo, y f) Menores con otras necesidades especiales.
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